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I. INTRODUCCIÓN          
Dentro de la expresión “Contingentes a la importación” debemos distinguir entre estas dos figuras: contingentes cuantitativos y contingentes arancelarios. Como se analizará, ambas se integran en el conjunto de medidas que conforman la Política Comercial Comunitaria pero constituyen distintos instrumentos con fines asimismo diversos.

Mientras que los contingentes cuantitativos consisten en fijar la cantidad máxima de una determinada mercancía que se puede importar y agotado el volumen previsto, las importaciones ya no pueden llevarse a cabo, los contingentes arancelarios suponen la fijación de un derecho de arancel nulo o inferior al establecido con carácter general para la importación de una cantidad limitada de determinadas mercancías, superada la misma cabe seguir importando pero será de aplicación el derecho arancelario normal.

La principal diferencia radica en que los contingentes cuantitativos no afectan directamente al tributo aduanero exigible, lo que fijan es la cantidad máxima que se puede importar, debiéndose satisfacer en todo caso el derecho arancelario normal que figura en la tarifa. Sin embargo, los contingentes arancelarios inciden sobre un elemento estructural del tributo, la tarifa, estableciendo una derogación o modificación de la misma para determinada cantidad. 

Si fuera del contingente cuantitativo no se puede importar cantidad alguna de la mercancía afectada, fuera del contingente arancelario puede importarse cuanta mercancía se quiera pero sin beneficiarse ya del derecho reducido o nulo que suponía la inclusión en el contingente arancelario.

En cuanto a los fines, los contingentes cuantitativos se conceden para permitir la importación de determinadas mercancías sometidas a un régimen de prohibición de importación, es decir, atenúan esa prohibición. El régimen de prohibición tiene su razón de ser en el perjuicio que para la producción comunitaria puede ocasionar la entrada de productos originarios de países en los que el coste de producción es más bajo. Gracias a estas restricciones, que supone el régimen de prohibición, la Comunidad reestructura su producción y moderniza sus procesos de fabricación.

A medida que la producción comunitaria se vuelve más competitiva han de disminuir estas restricciones, en el camino hacia la eliminación total de las mismas nos encontramos con los contingentes cuantitativos que suponen una excepción a la prohibición de importar. Un ejemplo claro de este régimen de prohibición de importación y de la adopción de contingentes cuantitativos es el relativo al sector de las importaciones de textiles y prendas de vestir.  

Respecto de los contingentes arancelarios podemos adelantar que o bien facilitan el acceso al mercado comunitario de productos respecto de los cuales la Comunidad es deficitaria, o bien facilitan el acceso de productos de países en vías de desarrollo.

Por otra parte, se debe diferenciar entre contingentes comunitarios y contingentes nacionales, los comunitarios son aquellos, cuantitativos o arancelarios, que la Comunidad a través del Consejo o de la Comisión establece en beneficio de los importadores de los Estados miembros como expresión de la política comercial comunitaria.

Los contingentes nacionales, aquellos abiertos por nuestro país en base al Acta de Adhesión, en beneficio de los importadores nacionales, y que suponen limitaciones cuantitativas o arancelarias a la importación de productos comunitarios o de terceros países. 

No se va a proceder al examen de los contingentes nacionales puesto que en la actualidad, superado el período transitorio de integración en la Política Arancelaria Comunitaria y ante la realidad que constituye el mercado interior carece de interés su estudio.

Este trabajo se centra en el estudio de los contingentes arancelarios comunitarios, puesto que desde la perspectiva del Derecho Tributario interesa el estudio del tributo que se exige con ocasión de la importación y por lo tanto las alteraciones a la tarifa del mismo que suponen los contingentes arancelarios. 

Si bien los contingentes cuantitativos tienen cierta trascendencia fiscal, puesto que al limitar la cantidad de mercancía que puede entrar en la Comunidad conllevan una menor recaudación en concepto de derechos de importación, no es menos cierto que no afectan a un elemento estructural del tributo comunitario aduanero.

Para adentrarnos en el estudio de los Contingentes Arancelarios hemos de examinar el Arancel Aduanero Común (en adelante AAC), figura sobre la que éstos inciden y la Política Comercial Comunitaria (en adelante PCC), en virtud de la cual se adoptan.

II. ARANCEL ADUANERO COMÚN Y POLÍTICA COMERCIAL COMÚN:

Los contingentes arancelarios influyen en el AAC, el tributo que se exige con ocasión de la importación e “instrumento de política económica destinado a la protección de la producción interior, al colocar la barrera arancelaria como factor de encarecimiento de los productos importados” Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de mayo de 1998. 

Concretamente inciden en la tarifa del AAC, esta incidencia sobre el conjunto de tipos impositivos aplicable a las importaciones nos puede llevar a la precipitada conclusión de que son medidas de política arancelaria con fines estrictamente fiscales. Pero si vamos más allá y examinamos las causas en base a las cuales se adoptan los contingentes y los fines que persiguen llegamos a la conclusión de que estas medidas responden a las necesidades de la PCC y tienen su base en el artículo 113 del Tratado de la CE.

En virtud de la PCC, se configura una normativa propia para regular de forma general los intercambios realizados con terceros países, que a la vez implica la supresión de las disposiciones nacionales, fiscales y comerciales que afectan a los intercambios con terceros países1.

El desarrollo de la PCC se efectúa a través de distintas políticas, entre ellas se encuentra la Política Arancelaria, que para conseguir los efectos deseados en los intercambios comerciales modifica para determinadas mercancías y por períodos de tiempo limitados la tarifa del AAC aplicable. Fruto de esta Política arancelaria puede encontrarse la regulación de los contingentes arancelarios, puesto que son mecanismos que adaptan el AAC a las necesidades reales de la PCC.

La PCC y los tipos impositivos que se establecen en el AAC guardan una conexión muy estrecha puesto que al ritmo de las necesidades de la PCC se fijan los tipos arancelarios que se aplican a las mercancías importadas en la Comunidad, así como las excepciones, las prohibiciones y las restricciones.  

Así los contingentes arancelarios tienen su razón de ser en la PCC y en concreto en el art. 113 del Tratado de la CE: “La política comercial común se basará en principios uniformes, particularmente por lo que se refiere a las modificaciones arancelarias, la celebración de acuerdos arancelarios y comerciales, la consecución de la uniformidad de las medidas de liberalización y la política de exportación, así como las medidas de protección comercial, y entre ellas las que deban adoptarse en caso de dumping y subvenciones”.

Según el Consejo el criterio determinante para aplicar el art.113 es la finalidad perseguida, de modo que entra en el ámbito de aplicación de esta norma toda medida cuyo objetivo sea influir en el volumen o flujo de los intercambios comerciales (teoría finalista). Por otra parte la Comisión aboga por una teoría instrumentalista, la PCC cubre toda medida que incida específicamente en los intercambios internacionales y que resulte ser un instrumento de organización del comercio internacional 

La regulación de los contingentes arancelarios, también la de los cuantitativos, incide en los intercambios comerciales, ya sea favoreciendo la importación de determinados productos, ya sea atenuando la prohibición de importación de determinadas mercancías, respectivamente, y es más esa es su finalidad primordial, influir en el volumen de los intercambios comerciales. En el estudio de los contingentes arancelarios, tanto desde una perspectiva instrumentalista como desde una perspectiva finalista, nos encontramos ante una medida que tiene su razón de ser en la PCC, y en concreto en el art.113 del Tratado de la CE.

Los contingentes arancelarios son un tipo de medida que podemos enmarcar en el seno de lo que ha venido denominándose “Economía Arancelaria”, concepto que hace referencia a un conjunto de medidas que permiten modificar la aplicación de los derechos exigibles del AAC por motivos de política comercial común. En conclusión, nos encontramos ante acciones de la Política Comercial que se instrumentalizan a través de medidas de política arancelaria.

III. CONCEPTO

La introducción de mercancías en el territorio aduanero de la Unión Europea mediante despacho a libre práctica está sujeta al pago de los derechos establecidos en el AAC2. “El despacho a libre práctica confiere el estatuto aduanero de mercancía comunitaria a una mercancía no comunitaria”, art. 79 del Código Aduanero, Reglamento (CEE) nº 2913/1992, de 12 de octubre, (en adelante CA), comporta la aplicación de medidas de política comercial, el cumplimiento de los demás trámites para la importación y la aplicación de los derechos legalmente devengados.

En determinados supuestos produciéndose el hecho imponible no se ocasiona el devengo de los derechos del AAC como consecuencia de la aplicación de las medidas previstas en el art. 20.3 d), e) y f) del CA, que constituyen una excepción a la norma general que representa el AAC.

Para estudiar la figura de los contingentes arancelarios (en adelante contingentes) hemos de partir del examen de las suspensiones del AAC, puesto que éstas engloban a los contingentes, como veremos tanto la institución que acuerda su establecimiento, la naturaleza del acto que los pone en vigor como los objetivos que persiguen, etc... son los mismos en ambos instrumentos. 

Sobre la base del art. 28 del Tratado de la CE se adoptan las suspensiones arancelarias que permiten, durante un período de tiempo determinado, no pagar total o parcialmente los derechos que normalmente deberían pagarse por las mercancías importadas. 

Es frecuente que el Consejo suspenda la aplicación de los derechos del AAC en relación con una serie de productos, y con independencia del origen de los mismos, aunque nada impide que tales suspensiones se adopten respecto de los productos considerados, en la medida en que sean originarios de un/os determinado/s país/es. Asimismo desde un punto de vista conceptual cabe que sean indefinidas pero suelen limitarse en el tiempo (6 meses o 1 año con posibilidad de prórroga) porque cuando se pretenden cambios duraderos en la tarifa se recurre a las modificaciones.

Estas medidas pueden tener efectos negativos ya que pueden propiciar la invasión de productos no comunitarios en el mercado europeo, ante esto la única solución sería restablecer los derechos normales del AAC antes de que terminase el plazo de vigencia de la suspensión y ello podría conculcar las expectativas de derechos de los operadores económicos comunitarios y conllevar una probable responsabilidad extracontractual de la Comunidad. 

Para evitar este problema el Consejo adopta los Contingentes Arancelarios, que son en el fondo suspensiones de los derechos de importación del AAC pero con una limitación cuantitativa. 

Si las suspensiones consisten en la no aplicación de los derechos del AAC respecto de determinados productos durante un determinado plazo de tiempo, es decir, con un límite temporal, los contingentes arancelarios suponen tal inaplicación de los derechos respecto de unos productos no sólo durante un plazo de tiempo, sino y ello es lo significativo dentro de una determinada cantidad, con un límite cuantitativo.

“Los contingentes arancelarios permiten, dentro de un plazo determinado, y dentro de un volumen determinado expresado en unidades monetarias o de otro tipo importar en la CE libres de derechos o con derechos reducidos (derechos contingentarios) determinados productos, ya sean originarios de uno o varios países, ya sean originarios de cualquier país tercero”3 

Alcanzada la cantidad máxima que puede beneficiarse de un derecho reducido o nulo se aplica automáticamente desde que se publica el agotamiento el derecho arancelario normal (art. 20.5 CA).

Ambas figuras, adoptadas sobre la base del artículo 28 del Tratado de la CE, suponen una excepción a la norma general que representa el AAC, y como cualquier excepción debe ser interpretada de manera restrictiva y aplicarse de forma coherente. Pero con una diferencia importante entre ellas que radica en el mayor alcance de las suspensiones debido a que no existen límites cuantitativos para beneficiarse de ellas y consecuencia de esto su control es más difícil.

Una modalidad de aplicación de los contingentes es la utilización de los llamados topes o límites máximos arancelarios (plafonds), que se caracteriza por dotar de mayor flexibilidad a la gestión de los contingentes y que podemos calificar de instrumento intermedio entre las suspensiones y los contingentes. 

Se utilizan cuando en la concesión de una disminución total o parcial del derecho del AAC no constituye una preocupación básica de la Comunidad el atenerse estrictamente al límite cuantitativo fijado por el contingente, este rasgo se da concretamente en el marco del Sistema de Preferencias Generalizadas por que éste intenta facilitar las importaciones de mercancías originarias de países poco competitivos y en éstas no se considera grave sobrepasar el volumen máximo previsto.

Por lo tanto alcanzada la cantidad máxima que puede beneficiarse de este derecho reducido o nulo no se aplica automáticamente, desde que se publica el agotamiento, el derecho arancelario normal sino que es preciso la publicación de una disposición que expresamente establezca la aplicación del derecho general, en este sentido se pronuncia el art. 20.5 del CA  “mediante reglamento de la Comisión, en el caso de límites máximos arancelarios”.

La aplicación práctica del sistema de límites máximos arancelarios requiere un sistema de vigilancia a nivel comunitario de las importaciones realmente efectuadas por lo que los Estados miembros comunican regularmente los datos estadísticos de importaciones a la Comisión quien, una vez alcanzado el límite máximo establecido, consulta a los Estados miembros sobre la procedencia o no del restablecimiento del pago de los derechos. Al respecto es aplicable lo previsto sobre la vigilancia de las importaciones preferenciales en el art. 308 quinquies del Reglamento (CE) nº 1427/97 de la Comisión. 

Visto el concepto debemos diferenciar los contingentes de otras medidas de economía arancelaria tales como las franquicias, que se definen como medidas de Política arancelaria, mediante las cuales se reduce o anula la aplicación de los derechos de arancel a la importación de determinadas mercancías y con ciertas  condiciones.

Se diferencian de los contingentes y suspensiones de derechos en que no son medidas provisionales tomadas en función de la situación de un sector económico, sino que son medidas de carácter definitivo fundadas en que las circunstancias que concurren en las importaciones a que afectan hacen aconsejable la no aplicación de los derechos arancelarios correspondientes.

Las franquicias pueden venir motivadas por razones de muy diversa índole, como que la importación no perturba la producción comunitaria de productos similares por realizarse fuera de toda consideración de carácter económico, o por la necesidad de cooperar internacionalmente para alcanzar un objetivo de primordial interés. 

Por último señalar que se deben diferenciar los contingentes de los regímenes aduaneros que suponen auténticos supuestos de no sujeción o de exención de los derechos arancelarios.

IV. NATURALEZA JURÍDICA:

Produciéndose el hecho imponible del tributo, la entrada de mercancías en el territorio aduanero comunitario, no surge, sin embargo, la obligación de contribuir puesto que la mercancía se ve beneficiada por la aplicación de un contingente arancelario que supone un derecho a la importación nulo, o bien surge pero de forma más limitada puesto que el contingente supone un derecho reducido respecto del de normal aplicación.

Este tratamiento arancelario favorable constituye un beneficio fiscal otorgado por razones de Política Comercial Común, el Código Aduanero no define esta figura usando términos tales como supuestos de no sujeción, exención, bonificación, ... conceptos propios del Derecho Tributario español que no encajan en las situaciones contempladas y reguladas por el Código Aduanero.

Cabría plantearse la posibilidad de hallarse ante un supuesto de exención o ante un supuesto de no sujeción previsto en el art. 29 de la Ley General Tributaria, si los supuestos de exención y los de no sujeción tienen en común la ausencia de obligaciones tributarias como consecuencia de su verificación, la diferencia entre ambos es que en los primeros se está produciendo el hecho imponible mientras que en los segundos no hay realización del hecho imponible, son presupuestos de hecho que caen fuera de su órbita. 

En nuestro caso, el hecho imponible es efectuado, pero los derechos no se liquidan porque la norma concede un beneficio fiscal limitado a determinado volumen, el llamado volumen contingentario. 

Nos inclinamos por calificar esta figura como una auténtica exención, cuyas características principales serían: exención pura, ya que no se condiciona al cumplimiento de determinados requisitos, objetiva, puesto que no se concede en atención a la personalidad del importador, no está definido a priori el perfil del solicitante, temporal, en la mayoría de ocasiones tienen fijado un plazo de vigencia, aunque nada obsta a que sean indefinidas, cuantitativamente limitada ya que la exención alcanza hasta un determinado volumen, a partir del cual se exigen los derechos a la importación, la cantidad exenta es la que se denomina contingente, en función de cómo exoneran de gravamen: exención total cuando la reducción de los derechos de normal aplicación del AAC es del 100 por 100 y parcial, las demás. 

Lo dicho respecto de la naturaleza jurídica de los contingentes es de aplicación para las suspensiones y para los límites máximos arancelarios con ciertas matizaciones, puesto que las suspensiones son exenciones pero que a diferencia de los contingentes no se encuentran limitadas cuantitativamente, como se explicó al analizar el concepto de los contingentes, y los límites máximos arancelarios están limitados cuantitativamente pero conceden una mayor flexibilidad.

V. TIPOS Y OBJETIVOS 

Una primera clasificación de los contingentes arancelarios es aquella que distingue entre contingentes comunitarios y contingentes nacionales. Como ya se indicó es una distinción carente de relevancia en la actualidad y por lo tanto no va a ser objeto de estudio.

La segunda clasificación está en función de que los contingentes nazcan fruto de la Política Comercial Autónoma, aquella en la que las autoridades comunitarias adoptan medidas de forma unilateral para regular los intercambios con terceros países, son los llamados contingentes autónomos, o de la Política Comercial Convencional, que es la que deriva del cumplimiento de los acuerdos suscritos por la Unión Europea con terceros países, los contingentes convencionales.

· CONTINGENTES AUTÓNOMOS

La razón de ser de los contingentes autónomos puede venir dada por la insuficiencia o carencia de producción comunitaria respecto de determinado producto, con lo que la demanda interior se encuentra desatendida y el abastecimiento de la Comunidad depende de las importaciones procedentes de terceros países, si ello es así, es necesario otorgar un tratamiento preferencial a la importación de estos productos, es decir, se conceden condiciones más favorables para la importación de determinadas mercancías respecto de las cuales la Comunidad es deficitaria. Con ello se evita el desfase entre la demanda y la oferta y la consiguiente alza de precios que la insuficiencia de producción comunitaria supondría.

Se busca satisfacer las exigencias de los consumidores y principalmente las de las industrias comunitarias, empresas de producción y transformación básicamente4. Al dar a las empresas comunitarias la posibilidad de abastecerse durante cierto tiempo a mejor precio se puede estimular la actividad comunitaria, hacer más competitivas estas empresas y, en particular, hacer bajar los precios al consumo, permitirles crear empleo, modernizar sus estructuras, etc..

Asimismo se intenta no alterar el equilibrio del mercado, la posible puesta en marcha o desarrollo de la producción comunitaria, la sensibilidad de los distintos productos mediante contingentes con derechos variables, y el período de validez de las medidas en función de los intereses de la producción comunitaria.

Como se extrae del análisis de la normativa en vigor respecto de esta materia, estas medidas se adoptan respecto de materias primas, partes de productos o componentes que no estén disponibles en la Comunidad y excepcionalmente se conceden respecto de productos acabados.

Dentro de los contingentes autónomos, debemos destacar las reducciones arancelarias concedidas a los productos originarios de países en vías de desarrollo, estas reducciones constituyen lo que se conoce como Sistema de Preferencias Generalizadas (en adelante SPG).

Las preferencias se conceden en el marco de dos instrumentos básicamente: montantes fijos con derecho nulo (expresión equivalente a contingente arancelario) y límites máximos arancelarios, instrumentos que ya hemos analizado. 

Este Sistema permite la exportación a la comunidad de productos acabados y semiacabados sin derechos de aduana, sin perjuicio de las limitaciones cuantitativas que se fijen, especialmente para productos sensibles. 

Tiene su origen en un programa de la UNCTAD (Conferencia de las Naciones Unidas sobre comercio y desarrollo) de 1969, y podemos destacar las siguientes características esenciales del mismo: la Generalización y No Discriminación, en tanto se otorgan las reducciones en función de características objetivas, como por ejemplo el nivel de desarrollo, la Unilateralidad, no son el resultado de negociaciones bilaterales y son revocables unívocamente, la No Reciprocidad, los beneficios se conceden en un único sentido, sin exigir contraprestación a cambio.  

La Comisión es el órgano comunitario competente para administrar estas reducciones, que nacen con una vocación transitoria, se conceden en la medida en que existen necesidades y se retiran gradualmente cuando se considera que estas necesidades desaparecen. 

El SPG se articula a través de dos mecanismos básicamente, la modulación de los márgenes arancelarios preferenciales y la graduación, el primer mecanismo va a suponer que el derecho arancelario ya no será sistemáticamente cero sino que la reducción de los derechos estará en función de la sensibilidad que los productos tienen desde el punto de vista de los sectores productivos comunitarios. Existen cuatro categorías de productos: muy sensibles (reducción arancelaria del 15%), sensibles (reducción arancelaria del 30%), semisensibles (reducción arancelaria del 70%) y no sensibles (reducción arancelaria del 100%).

A través del mecanismo de graduación se suprimen las preferencias para determinado país o sector que ha alcanzado un grado de competitividad muy desarrollado, y que por lo tanto ya no necesita del SPG para exportar. En un principio para tener en cuenta que los países más adelantados de entre los beneficiarios del SPG no se aprovechasen en exceso de las ventajas ofrecidas, ello en detrimento de los menos desarrollados, se acordaba que ninguno de ellos podría sobrepasar un porcentaje denominado butoir del montante de los contingentes y plafonds concedidos por la Comunidad al conjunto de ellos. Ambas medidas son compatibles y persiguen una misma finalidad.

En la actualidad se recurre al mecanismo de la graduación, que equivale al reconocimiento por parte de la Comunidad de que determinados sectores, en ciertos países beneficiarios, ya no necesitan del SPG para exportar, sus productos son competitivos y están suficientemente introducidos en el mercado europeo, entonces se reducen las ventajas del sistema progresivamente. 

Para la determinación de los países o sectores a los que aplicar este mecanismo de la graduación se tienen en cuenta dos criterios: el producto nacional bruto y la combinación de un índice de especialización y de un índice de desarrollo.

El índice de especialización se obtiene con base a la relación entre la cuota de un país beneficiario en el total de las importaciones comunitarias en general y la cuota del país beneficiario en el total de las importaciones comunitarias de un sector determinado. Cuanto mayor sea la cuota sectorial en la cuota general, más importante es la especialización.

El índice de desarrollo mide el nivel general de desarrollo de cada país en función de los ingresos por habitante y el nivel de exportaciones de productos del país correspondiente comparadas a las de la Comunidad. La combinación de ambos criterios permite modular según el nivel de desarrollo, los efectos brutos del índice de especialización en cuanto a los sectores que deben excluirse.

Como novedades del nuevo sistema de SPG se pueden destacar la existencia de unos regímenes de estímulo que se otorgan si se cumplen determinadas normas sociales y medioambientales. Asimismo la Comunidad ha reservado un régimen especial para el grupo de países que según las estadísticas de Naciones Unidas se califican como menos avanzados, régimen que consiste en la exención de todo derecho de aduana para los productos industriales y en una lista muy amplia de productos agrícolas con derechos de aduana nulos.

Con la finalidad de compensar el esfuerzo que realizan los países andinos y centroamericanos en la lucha contra la droga se crea un régimen especial consistente en la concesión de ventajas adicionales a las del resto de los países en vías de desarrollo.

En cualquier momento y debido al carácter autónomo del sistema, las preferencias otorgadas pueden retirarse temporalmente, total o parcialmente, si se dan comportamientos o prácticas inaceptables, el Consejo a propuesta de la Comisión adoptará la suspensión del SPG.

El derecho a las preferencias arancelarias concedidas por la Comunidad a determinados productos procedentes de países en vías de desarrollo debe ser solicitados por los importadores en el momento del despacho a libre práctica de las mercancías, acompañando los correspondientes certificados de origen que son expedidos por las autoridades competentes del país de exportación, puesto que el régimen preferencial se supedita al origen de los productos que es controlado a través de la cooperación administrativa entre las autoridades aduaneras de los países beneficiarios y de la Comunidad para evitar fraudes.

· CONTINGENTES CONVENCIONALES: 

En el marco de las relaciones que mantiene la Comunidad de forma individual con un país tercero, o grupo de países, podemos distinguir tres tipos de acuerdos, en función del grado de desarrollo de nuestro socio comercial:

1) Declaraciones conjuntas

Con aquellos países con un alto grado de desarrollo económico similar al comunitario, casos de Estados Unidos, Japón, Canadá o Australia, estas relaciones comerciales bilaterales se concretan en declaraciones conjuntas de carácter político en las que ambas partes manifiestan su interés en colaborar en distintas áreas y establecen los mecanismos para ello, como la celebración de cumbres anuales o reuniones de altos funcionarios en distintas áreas, conclusión de acuerdos especiales (de colaboración aduanera, de reconocimiento mutuo de normas y estándares técnicos, etcétera).

2) Acuerdos preferenciales

Dentro del marco de la política comercial convencional la Comunidad ha suscrito importantes acuerdos con determinados países o grupos de países, que presentan un grado de desarrollo inferior al de la Comunidad, que prevén la concesión de un tratamiento arancelario preferencial sobre el que resulta aplicable con carácter general en el AAC. 

Acuerdos que en cuanto a las reducciones arancelarias se instrumentalizan a través de las figuras de los contingentes o los límites máximos arancelarios, y que requerirán la aplicación de las normas de origen comunitarias para evitar que beneficien a exportadores distintos de los contemplados en los respectivos acuerdos.

Cabe destacar entre este tipo de acuerdos los firmados con los países de Africa, Caribe y Pacífico (ACP) a partir de los Acuerdos del Convenio de Lomé. Las relaciones de la UE con los países ACP proceden de los vínculos históricos de los Estados miembros con países de estas áreas y la firme intención de la metrópoli de ayudarles en su desarrollo. 

La Comunidad debate intensamente en la actualidad cuáles deben ser las líneas básicas del futuro Acuerdo de Lomé, ya que entre otras cosas deberá adaptarse a la normativa de la OMC, la cual exige que los acuerdos de tipo comercial sean de carácter recíproco y tendentes al establecimiento de un acuerdo de libre comercio entre las partes, pudiendo aceptarse tan sólo excepciones a esta regla mediante la aprobación por la OMC de una exención (waiver) que requiere de una amplia mayoría para ello, y que debe ser revalidada periódicamente.

Otro bloque de acuerdos de esta misma naturaleza corresponde a los firmados con los países mediterráneos, que inicialmente eran de tipo preferencial, en la línea de los mencionados anteriormente para los países ACP, pero que a raíz de la creación de la OMC están siendo sustituidos por nuevos acuerdos de tercera generación denominados Acuerdos Euromediterráneos de Asociación, y pretenden la creación de una zona de libre comercio en un plazo de 10 a 15 años tanto entre los propios países terceros ribereños del Mediterráneo, como con la Unión Europea. 

Un tercer bloque de acuerdos de este tipo serían los desarrollados con los países del Centro y Este de Europa (PECO) que han dado lugar a los Acuerdos Europeos de Asociación, en vigor desde los años 1992-1994 con los distintos países de esta zona, y que preveían el establecimiento progresivo de una zona de libre comercio con un desarme arancelario más rápido por parte de la UE con el fin de favorecer la exportación de sus productos al mercado comunitario, y que ha servido como base para la preparación de la futura adhesión de estos países a la UE.

3) Acuerdos no preferenciales
En tercer lugar, existe una serie de acuerdos no preferenciales que mantiene la Comunidad con países y agrupaciones de países en áreas especialmente dinámicas y con alto potencial de crecimiento económico como son América del Sur y Asia, y que pretenden el estrechamiento de los vínculos de todo tipo así como el reforzamiento de las relaciones comerciales y económicas con estas zonas. 

El caso más importante para nosotros es el Acuerdo entre la UE y MERCOSUR (Argentina, Brasil, Uruguay y Paraguay), existen también acuerdos no preferenciales con la Comunidad Andina, Centroamérica y Chile.

VI. COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO DE ADOPCIÓN

Desde la entrada en vigor del AAC, en julio de 1968, las competencias relativas al establecimiento y modificación del arancel residen en sede comunitaria, y en consecuencia los Estados Miembros no poseen ninguna competencia en relación al mismo. La titularidad comunitaria viene expresamente recogida en el Tratado de la CE, y refiriéndose a la doble modalidad de modificación del AAC: 

· Modificación autónoma: art. 28: “El Consejo decidirá por mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión, toda modificación o suspensión autónoma del arancel aduanero común”.  

· Modificación convencional: art. 113: “La política comercial se basará en principios uniformes, particularmente por lo que se refiere a las modificaciones arancelarias, la celebración de acuerdos arancelarios y comerciales...”

De la lectura de dichos artículos extraemos que el Consejo es el órgano facultado para decidir, de forma autónoma o como consecuencia de un Acuerdo, la suspensión total o parcial de la aplicación de los derechos establecidos en el AAC durante un período determinado, mediante la publicación del Reglamento correspondiente.

El procedimiento seguido para la aprobación de este Reglamento se inicia con la solicitud de los operadores económicos, que desean obtener una excepción a la aplicación del AAC, ante sus respectivas administraciones nacionales, en concreto deben presentar solicitudes ante la Subdirección General de Política Arancelaria y de Instrumentos de Defensa Comercial de la Secretaría General de Comercio Exterior del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Estas solicitudes deben contener la información necesaria para un estudio que permita su valoración, justificar la oportunidad económica de la medida y describir de un modo preciso el producto que debe, a su entender, beneficiarse con ese trato preferencial. Concretamente deberán demostrar que intentaron obtener las mercancías de que se trata o equivalentes de los proveedores de la Comunidad, siendo la empresa solicitante responsable ante la Administración de la veracidad de dicha información.

Los Estados miembros realizan un primer examen de las peticiones recibidas para ver si cumplen los requisitos arancelarios y económicos necesarios para su concesión. Posteriormente tales solicitudes son remitidas por los servicios competentes de los Estados a la Dirección General de Aduanas y Fiscalidad Indirecta de la Comisión. Esta Dirección tiene encomendado el establecimiento y la gestión de estos instrumentos de política arancelaria, así como la coordinación con la Administración central de los Estados miembros.

La Comisión, órgano encargado de la gestión, no ha establecido unas reglas de procedimiento y plazos de presentación de las solicitudes como lo ha hecho en el caso de las suspensiones y así la presentación de las mismas puede realizarse en cualquier momento, pues no están sujetas a plazos.  

En el ámbito comunitario, a través del Comité de Economía Arancelaria, presidido por un representante de la Comisión y compuesto por delegaciones de todos los Estados miembros se realiza un análisis de sus aspectos formales: la correcta clasificación y designación de los productos desde el punto de vista arancelario, como de sus aspectos económicos, es decir, su justificación económica y las repercusiones que su aprobación pudiera tener sobre la industria comunitaria. 

Dicho Comité estudia la oportunidad de la concesión de la suspensión solicitada basándose en los criterios establecidos en la Comunicación de la Comisión en materia de suspensiones arancelarias autónomas 89/C 235/02, de 13-09-89, en la cual se establecen los objetivos de las suspensiones, los productos sobre las que deben recaer, los beneficiarios de las mismas. 

La Comisión estima que en esta materia hay que partir de la base de que los derechos de aduana tienen un papel económico preciso, además de constituir recursos propios de la Comunidad, así las suspensiones cuyo objetivo es anular completa o parcialmente los efectos de estos derechos durante un período determinado sólo se podrán conceder por razones precisas y válidas, en beneficio de la Comunidad en su conjunto. 

Tras el examen detallado de las razones económicas por las que se solicitan y únicamente en el caso de que puedan suponer un beneficio para la economía comunitaria, se propone al Consejo la adopción de esta medida.

La Comunicación establece una serie de casos en que no se propondrá la suspensión, que son los siguientes:

· cuando en la Comunidad exista una producción suficiente de productos idénticos, equivalentes o de sustitución a los productos que se deban importar,

· cuando las mercancías que se deban importar en suspensión sean productos acabados destinados a la venta a los consumidores sin sufrir ninguna transformación,

· en caso de que las mercancías importadas sean objeto de un contrato de exclusividad que tenga como consecuencia una restricción de la posibilidad de comprar las mercancías de terceros fabricantes, 

· cuando se compruebe que las ventajas de la suspensión no repercuten en los transformadores o productores comunitarios, 

· en caso de que la concesión de tal beneficio vaya contra otra política comunitaria. 

La aprobación de las medidas arancelarias requiere la elaboración de una propuesta por parte de la Comisión. Dicha propuesta se eleva al Consejo, Grupo de Cuestiones Económicas: Arancel Aduanero Común, el papel del Consejo consiste en decidir en función de las informaciones y de las apreciaciones puestas a su disposición por los representantes de los Estados miembros y por la Comisión, si la adopción de la medida es oportuna, y cual debe ser la designación del producto al que se refiere.

Aprobadas las propuestas por mayoría cualificada resta su publicación en forma de Reglamento del Consejo en el Diario Oficial de la Comunidad Europea, siendo de obligado cumplimiento y de aplicación directa en todos los Estados miembros.

Los Reglamentos Comunitarios determinan a través de que mecanismos se suspende la aplicación del AAC (contingentes arancelarios, montantes fijos, límites máximos, vigilancias sometidas a bases o cantidades de referencia, ...) definen el período de validez, las cantidades beneficiadas por los mismos, así como los códigos de nomenclaturas y en su caso, el origen correspondiente. 

La medida adoptada en razón del artículo 28 no puede extenderse por vía interpretativa a otros productos, ello iría en contra del principio de seguridad jurídica, así viene recogido este criterio en la Sentencia de 18 de marzo de 1986, Asunto 58/85: “la finalidad y el carácter jurídico del AAC se oponen a que las suspensiones que se hayan concedido mediante una decisión sean ampliadas por analogía a otros productos que correspondan a una misma necesidad” 

La adopción de medidas autónomas de política arancelaria así como la aplicación de numerosos acuerdos y tratados comerciales por la Comunidad justifica la aparición del TARIC, Arancel Integrado Comunitario, reglamento (CEE) nº 2658/1987, del Consejo, de 23 de julio de 1987, documento en el que se recogen la totalidad de medidas arancelarias que están en vigor en el territorio aduanero de la Comunidad, proporcionando una completa información a los operadores económicos sobre las diversas medidas a las que están sometidas las mercancías en los intercambios internacionales.

VII. GESTIÓN DE LOS CONTINGENTES ARANCELARIOS

La gestión de los contingentes ha experimentado una notable evolución, desde un sistema de reparto del contingente comunitario en cuotas nacionales a una gestión estricta, en el ámbito comunitario, por la Comisión. Esta evolución hacia una gestión comunitaria tiene como punto de inflexión la Sentencia de 27 de septiembre de 1988, Asunto 51/87 del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, a partir de ella los procedimientos de gestión de los contingentes han sido progresivamente “comunitarizados”. 
En un primer momento los contingentes comunitarios se distribuían en su totalidad entre los Estados Miembros, reparto que efectuaba el Consejo basándose en criterios como el comercio exterior, producto nacional bruto y el volumen de la población de los Estados miembros, que merecen una primera crítica debido a que no tenían en cuenta las corrientes comerciales. A su vez los Estados podían repartir su cuota nacional de manera discrecional en función de su valoración de las circunstancias económicas. 

Este era el sistema de gestión de los contingentes seguido en el Reglamento nº 3925/86 relativo a los productos textiles, objeto de recurso resuelto en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 de septiembre de 1988, Asunto 51/87.

Entre el sistema de reparto en cuotas nacionales y el sistema de gestión comunitaria se aplicó un sistema mixto en el que una parte sustancial del contingente continuaba repartiéndose entre los Estados miembros, pero una segunda parte, considerada como una reserva del contingente se gestionaba por la Comisión.

Así en el sector industrial (Reglamento nº3924/86, relativo a los productos industriales en general), se repartía una cuota inicial de un 80 % del contingente, mientras que el 20 % restante formaba una reserva, destinada a cubrir las necesidades de aquellos Estados miembros que agotaran su cuota inicial, lo que favorecía una mejor utilización de los contingentes. Se preveía que cuando un Estado hubiese hecho uso de al menos el 90 % de su cuota, podría atribuirse al Estado miembro de que se trate una segunda cuota igual al 10 % de su cuota inicial. Así sucesivamente, pero estando limitadas las ulteriores cuotas al 5 % de la cuota inicial. 

Si los Estados no hacían uso de su cuota tenían la obligación de devolver la misma a la reserva comunitaria dentro de unos determinados plazos, con ello se intentaba evitar que cuotas del contingente quedasen inutilizadas, pero el carácter tardío y limitado con el que se regulaba la devolución podía suponer que el objetivo buscado no se hiciera efectivo.

La creación de esta reserva comunitaria surgía para corregir las posibles distorsiones que ocasionaba el reparto en cuotas nacionales y constituyó el embrión de una gestión estrictamente comunitaria.

Las razones de la evolución progresiva hacia una gestión estrictamente comunitaria del contingente arancelario se deducen ya de la Sentencia del Tribunal de Justicia, de 5 de marzo de 1986, Asunto 59/84, en esta Sentencia el tribunal estimó que “la aplicación plena del principio de libre circulación de mercancías a los productos importados de países terceros está vinculada a la aplicación de una política comercial común fundada, de acuerdo con el artículo 113 del Tratado, en principios uniformes”. 

La asimilación de las mercancías procedentes de países terceros a los productos originarios de los Estados miembros sólo es posible “suponiendo que dichas mercancías estén sometidas a los mismos requisitos aduaneros y comerciales de importación, con independencia del Estado en que tuvo lugar el despacho a libre práctica” (apartado 31 de la sentencia). En consecuencia la Comisión tiene la obligación de adoptar modalidades de gestión de aplicación uniforme en toda la Comunidad y verificar si en la práctica dichas modalidades se aplican de manera uniforme en toda la Comunidad.

La Sentencia de 27 de septiembre de 1988 declara que los sistemas basados en el reparto de los contingentes comunitarios en cuotas nacionales vulneran los arts. 9 y 113 del Tratado de la CE, ya que son incompatibles con los principios de la Unión Aduanera, y sobre todo, con la unidad del régimen aduanero con terceros países.

Puede ocurrir que en un Estado miembro se haya agotado la cuota y por lo tanto se restablezca el derecho de aduanas normal, mientras que en otros Estados pueda seguir llevándose a cabo una importación beneficiándose del régimen preferencial, debido a una menor utilización de su cuota. 

Desde el punto de vista de la Unión aduanera que constituye la Comunidad y desde el punto de vista de la Política Comercial Común no puede aceptarse que si el contingente comunitario total no se ha agotado una misma mercancía se vea sometida a diferentes regímenes aduaneros al entrar en la Comunidad por diferentes puntos fronterizos.

Las consecuencias de que una misma mercancía pueda quedar sometida a un trato preferencial en la medida en que no se haya agotado la cuota nacional del Estado de importación y aplicación íntegra de los derechos del AAC en otro Estado cuya cuota ya ha sido utilizada pueden ser la de desviación del tráfico internacional, alteraciones en las condiciones de la competencia, efectos incompatibles con los principios de la Unión Aduanera. Asimismo el reparto se lleva a cabo en función de los intereses nacionales (que son divergentes) y no en función de los principios comunitarios uniformes, armonizados, que deben regir la Política Comercial Común.

“La suspensión de los derechos del AAC en forma de contingentes debe aplicarse de manera uniforme en todos los estados hasta el agotamiento total del contingente, puesto que la Comunidad constituye una entidad única, por lo que un producto debe poder entrar en la Comunidad en las mismas condiciones con independencia del lugar de entrada”5.

A partir de la Sentencia de 27 de septiembre de 1988, Asunto 51/87, los procedimientos de gestión han sido comunitarizados, los Estados miembros no reciben ya una cuota nacional que pueden repartir en función de criterios nacionales sino que la totalidad del contingente queda sometida a normas detalladas uniformemente aplicables en toda la Comunidad, con independencia de la autoridad nacional ante la que los operadores económicos presenten sus solicitudes.

El Consejo es el órgano competente para abrir los contingentes mediante la aprobación del correspondiente Reglamento, en el cual fija la cantidad que se verá beneficiada por el contingente y delega en la Comisión la gestión de los mismos y la expedición de los certificados de importación preferencial.  

Por lo tanto, en el ámbito comunitario es la Comisión el órgano responsable del funcionamiento efectivo de estos contingentes y en la gestión de los mismos debe garantizar un trato justo y uniforme a todos los importadores de la Comunidad, es decir, un acceso igual y continuo de estos importadores a los contingentes hasta que se agoten. 

El reglamento (CE) nº 520/94 del Consejo establece como posibles métodos de gestión comunitaria de los contingentes cuantitativos los siguientes: 

a) Método basado en la consideración de los flujos tradicionales de intercambio, es decir, para los exportadores o importadores del producto en cuestión durante el período de referencia anterior fijado se reserva una parte del contingente, restando la otra parte para los demás operadores.

b) Método basado en el orden cronológico de presentación de solicitudes, consiste en la determinación por la Comisión de la cantidad, igual para todos, que pueden recibir hasta que se agote el contingente.

c) Método de reparto en proporción a las cantidades solicitadas por los Estados miembros.

Estos métodos establecidos para los contingentes cuantitativos se utilizan también para la gestión de los arancelarios, así por ejemplo el método de reparto basado en la consideración de los flujos tradicionales de intercambio es el establecido en los Reglamentos nº 3889/89 y nº 3838/90 del Consejo, objeto de examen en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 20 de enero de 1993, Asuntos acumulados C-106/90, C-317/90 y C-129/91.

Pero el Reglamento de la Comisión nº 1427/97, viene a ntroducir un capítulo referente a la "Gestión de las medidas arancelarias” en el Título I Parte II del Reglamento (CEE) nº 2454/93, por el que se establecen determinadas disposiciones de aplicación del Reglamento (CEE) nº 2913/92 del Consejo por el que se aprueba el Código Aduanero Comunitario. 

De la lectura de este Capítulo III se puede extraer las reglas generales de gestión de los contingentes arancelarios, la primera idea básica es que los contingentes son gestionados según el orden cronológico de las fechas de admisión de las declaraciones de despacho a libre práctica, que incluyan una solicitud del declarante para acceder a un contingente. Así el método de gestión se basa en el principio “ prior tempore, potior iure”, es decir, “primer llegado, primer servido”.

Como se ha expuesto el Consejo fija una cantidad o importe inicial que será el volumen total de la medida arancelaria y la Comisión va concediendo asignaciones hasta donde lo permita el saldo del contingente, como saldo se debe entender el importe del contingente que se halla en la fecha del último reparto disponible para ser utilizado. 

Por lo que respecta a los límites máximos arancelarios, la cifra indicada como saldo es el importe al que se ha concedido la preferencia según los informes de los Estados miembros a partir de la fecha de comienzo. 

Los trámites concretos sobre la gestión de la solicitud de utilización de beneficios derivados del SPG, contingentes arancelarios comunitarios y otros se encuentran en la Circular nº 1006/1989, de 14 de diciembre, de la Dirección General de Aduanas e Impuestos Especiales.

Los interesados que pretendan beneficiarse de un contingente deben hacerlo constar expresamente en la casilla 36 del Documento Único Administrativo (D.U.A.), asimismo deben acompañar el DUA del anexo correspondiente que viene en la Circular mencionada.

Son susceptibles de tener acceso al contingente todas las mercancías que se despachan a libre práctica durante el período de validez del contingente, siempre que se solicite, y en el caso de acuerdo preferencial se cumpla con los requisitos previos exigidos en los mismos, que suelen referirse a certificados de origen específicos. Si las cantidades solicitadas para utilizar un contingente sobrepasan el saldo disponible se efectúa una asignación a prorrata.

Las solicitudes de acceso al contingente son transferibles vía informática desde la Aduana en la que se ha presentado la declaración de despacho a libre práctica, acompañada de la correspondiente solicitud de Contingente a un Servicio centralizado en el Estado miembro. En estas solicitudes debe indicarse la fecha de admisión de la declaración y el importe exacto solicitado.

En el caso de España este Servicio se encuentra en el Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, Subdirección General de Gestión Aduanera. 

Este Servicio transfiere vía telemática, los datos de las solicitudes recibidas a la Dirección General de la CE, en Bruselas. Esta transmisión informática se ha puesto en funcionamiento desde el 1 de enero de 1994. Diariamente la Comisión envía las respuestas de las solicitudes, a través del mismo sistema, el segundo día hábil desde la fecha de aceptación de la declaración a libre práctica.

Una vez recibida de la Dirección la autorización correspondiente ( número de asignación ), la Aduana procederá a la aplicación del beneficio en las cantidades concedidas. No obstante a petición del interesado podrá autorizarse el levante sin la recepción de la autorización de la Dirección General de Aduanas e Impuestos Especiales previa la presentación de la oportuna garantía, así lo dispone la Circular.

El artículo 248.4 del reglamento (CEE) nº 2454/93 exime de la constitución de garantía respecto de las mercancías que sean objeto de una solicitud de utilización de un contingente arancelario cuando en el momento de la admisión del despacho a libre prática comprueben que el contingente arancelario no es crítico a efectos del artículo 308 quarter .

Los Estados miembros deben devolver las cantidades de las utilizaciones que no efectúen, asimismo si las autoridades aduaneras invalidan una declaración de despacho a libre práctica, respecto de mercancías que sean objeto de una solicitud de acceso a un contingente arancelario, se cancelará la totalidad de la solicitud y los Estados deberán devolver a la Comisión toda cantidad del contingente que hayan utilizado respecto de esas mercancías. 

En ocasiones cuando se descubre una utilización errónea respecto de un contingente, resulta necesario impedir con carácter temporal que se concedan nuevas utilizaciones. El importe indebidamente utilizado se contabiliza como un nuevo saldo, se informa a las administraciones de los estados miembros y se da tiempo a los importadores para que efectúen nuevas solicitudes con cargo a ese contingente. 

La gestión de los contingentes es un aspecto eminentemente práctico que  genera numerosas controversias, sobre todo competenciales, los pronunciamientos jurisprudenciales intentan delimitar hasta donde abarcan las competencias de la Comisión y conseguir una gestión justa y uniforme para todos los importadores de la Comunidad.

VIII. CONCLUSIONES Y RELACIÓN DE SENTENCIAS

En primer lugar destacar que las medidas arancelarias adoptadas sobre la base del artículo 28 del Tratado de la CE constituyen una excepción a la norma general que representa el AAC, y por lo tanto deben ser interpretadas de manera restrictiva, la posible extensión de la decisión adoptada por vía interpretativa a otros productos que pudieran servir para el mismo uso sería contraria a la seguridad jurídica.

Así pues, la aplicación de estas medidas se encuentra estrictamente limitada a los productos enumerados en cada Decisión. “La finalidad y el carácter jurídico del AAC se oponen a que las suspensiones que se hayan concedido mediante una decisión sean ampliadas por analogía a otros productos que correspondan a una misma necesidad”6. 

En segundo lugar la gestión de los contingentes es el aspecto que ha dado lugar a mayor número de pronunciamientos jurisprudenciales, principalmente en ellos se intenta delimitar hasta donde abarca la competencia de la Comisión7.

*Sentencia de 20 de septiembre de 1988, Asunto 217/87, se da validez a la aprobación por la Comisión de la expedición de certificados de importación aún antes de la fijación por el Consejo de la cuantía del contingente arancelario.

La fijación del volumen contingentario es facultad del Consejo y mientras el contingente no esté fijado, la Comisión no está obligada a repartirlo pero ante el retraso en la fijación del contingente, con el riesgo que ello comporta de interrumpir las importaciones, la Comisión tiene la facultad de tramitar las solicitudes de forma provisional, según el orden en que éstas se reciben y manteniéndose dentro de los límites de las cantidades que según sus previsiones debería finalmente fijar el Consejo.

Al encontrarnos ante una facultad de la Comisión, ésta cuando observe que existen motivos para interrumpir la expedición de los certificados, ( motivos como evitar que el contingente quedara totalmente agotado antes de haber sido aprobado por el Consejo ), puede proceder a interrumpir la concesión de los certificados sin por ello vulnerar los intereses de los importadores. Pero al reiniciar la expedición de los mismos debe dar prioridad a las solicitudes según su fecha de presentación.

*Sentencia de 18 de marzo de 1986, Asunto 58/85, se discute sobre la posible aplicación por analogía de un contingente a otros productos que correspondan a una misma necesidad.

*Sentencia de 7 de marzo de 1990, Asunto C-153/88 a C-157/88, si el contingente se define en función del peso, es decir, permite dentro de un volumen determinado expresado en unidades de peso importar libre de derechos, es de interés delimitar que se debe incluir en el cálculo del mismo, puesto que el contingente se alcanza más rápidamente si el peso se calcula incluyendo los accesorios que si éstos no se incluyen.

*Sentencia de 20 de enero de 1993, Asuntos acumulados C-106/90, C-317/90 y C-129/91, el método de gestión de los contingentes analizado es el basado en la consideración de los flujos tradicionales de intercambio. 

Los Estados Miembros comunican a la Comisión el volumen global de las solicitudes, desglosando el carácter tradicional o no de los solicitantes y la Comisión estudia estas informaciones determinando con arreglo a los criterios fijados los importes por los cuales deben satisfacerse las solicitudes y expedirse las licencias. En la Sentencia se plantea hasta donde alcanzan las facultades de control de la Comisión respecto de las informaciones de los Estados Miembros.

*Sentencia de 4 de febrero de 1997, Asuntos acumulados C-9/95, C-23/95 y C-156/95, otras facultades de la Comisión en torno a la gestión es la de adaptar el contingente arancelario a las circunstancias excepcionales que afecten a las condiciones de producción o de importación.

*Sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de noviembre de 1998, Asunto C- 352/96, plantea la legalidad de la adopción de contingentes arancelarios de importación en compensación por el aumento de determinados tipos a raíz de la adhesión a la Comunidad.
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